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Seguridad y soberanía alimentaria entre pequeños 
propietarios campesinos e indígenas: 

marco introductorio a los estudios de caso

Gonzalo Colque1

Esta sección ofrece una discusión introductoria sobre el papel de los cam-
pesinos e indígenas para la seguridad y soberanía alimentaria. Expone al-
gunos elementos comparativos y de análisis entre los conceptos más in-
fluyentes en las políticas alimentarias y agrarias: seguridad alimentaria y 
soberanía alimentaria. Aborda la cuestión invariablemente compleja sobre 
cómo medir la seguridad alimentaria a nivel de hogares, en particular entre 
los hogares de pequeños propietarios de la tierra que lidian entre si destinar 
de forma prioritaria tierra, capital y trabajo a la producción de alimentos o 
dedicar sus recursos y esfuerzos a actividades extraprediales. Presenta los 
cinco estudios de caso que aportan evidencias recogidas en terreno sobre el 
papel y la seguridad alimentaria de los campesinos e indígenas. Finalmente, 
sintetiza la metodología empleada para el recojo de información en trabajo 
de campo, haciendo énfasis en los indicadores de Puntaje de Consumo 
Alimentario (PCA) y en el Indicador de Acceso a Alimentos (IAA) que han 
sido utilizados a fin de entender la habilidad de los hogares para adquirir 
los alimentos que necesitan. 

Palabras clave: seguridad alimentaria, soberanía alimentaria, pequeños 
propietarios, tierra

Consideraciones iniciales

En esta colección de cinco estudios de caso centramos nuestra atención en el 
papel de la pequeña propiedad de base campesina e indígena para la seguridad y 
soberanía alimentaria. En su conjunto, los trabajos ofrecen evidencias e interpre-
taciones sobre las dinámicas locales y los esfuerzos de los campesinos e indíge-
nas por abastecerse de suficientes alimentos por medio de diversas y cambiantes 
estrategias.

1 Economista con especialidad en desarrollo rural. Tiene una maestría en estudios agrarios y medioambientales del International 
Institute of Social Studies (ISS), La Haya-Holanda. Es autor de varias publicaciones y ensayos sobre cuestiones rurales, transfor-
maciones agrarias y temas indígenas. Actualmente es Director Ejecutivo de TIERRA (g.colque@ftierra.org).
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El punto de partida ha sido plantearnos las siguientes preguntas: ¿Cómo 
obtienen acceso a los alimentos los pequeños propietarios de tierras?, ¿cuál es el 
estado del consumo alimentario en las cinco zonas de estudio?, ¿cuán sostenibles 
son las maneras y las fuentes de acceso a los alimentos?, y finalmente, ¿cuáles son 
las implicaciones para la seguridad y soberanía alimentaria a nivel local y nacio-
nal? En términos generales, hemos estado y estamos interesados en contrastar si 
la agricultura a pequeña escala es proveedora de la mayor parte de los alimentos 
disponibles en el mercado interno y, en consecuencia, si a futuro tiene potencial 
para contrarrestar los problemas de crisis alimentaria –cada vez más acentuados– 
que emergen ante las limitaciones estructurales de la agricultura comercial a gran 
escala (Tapella 2004, Tarancon, Díaz y Trueba 2011, Gordillo 2012). 

El interés por encontrar respuestas urgentes a la crisis alimentaria ocupa un 
lugar prioritario en la agenda prácticamente de todas las organizaciones y mo-
vimientos vinculados al mundo de la agricultura. Organizaciones internacionales 
como la FAO, el FIDA o el Banco Mundial están destinando esfuerzos y recursos 
para incrementar la producción y productividad agrícola. Los gobiernos también 
han puesto en marcha nuevas políticas agrarias para expandir las tierras de culti-
vos, facilitar inversiones y actividades de las compañías transnacionales y estable-
cer directrices internacionales de ‘gobernanza e inversiones responsables’ en tierra 
y recursos naturales (Banco Mundial 2008). Sin embargo, las políticas y enfoques 
que están por detrás de los programas de desarrollo agrícola no siempre son uni-
formes y a menudo son cuestionados desde la sociedad civil y particularmente  
desde los movimientos campesinos globales como Vía Campesina o activistas que 
dudan de las soluciones que propone el libre mercado (Hernández y Desmarais 
2009). El escenario es complejo y contradictorio porque muchos defienden con 
un mismo ‘slogan’ diferentes intereses. En este contexto, la histórica cuestión de 
¿quién nos alimentará?, ¿los agricultores a pequeña escala o la agricultura a gran 
escala?, vuelve con renovada fuerza y es motivo de múltiples estudios que están 
en curso alrededor del mundo (Rubio 2011).

En Bolivia, los pequeños propietarios tradicionales están asentados en las 
tierras altas, trabajando las escasas tierras cultivables de las pampas del altiplano y 
de las zonas accidentadas de los valles interandinos y los yungas. Muchos de ellos 
se dedican a la actividad pecuaria aprovechando las tierras menos fértiles para el 
pastoreo extensivo de animales. No son los únicos agricultores a pequeña escala 
porque en las últimas tres décadas ‘nuevos campesinos’ (interculturales) han con-
solidado su presencia en áreas de colonización en las zonas semi-tropicales de 
transición entre las montañas y las llanuras bolivianas (norte de La Paz, Chapare 
en Cochabamba, zonas de colonización en Santa Cruz). También forman parte de 
este sector los pueblos indígenas de las tierras bajas a pesar de que en muchos 
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casos no se los puede considerar agricultores o pequeños parcelarios debido al 
modo de vida que tienen y que está basado mayormente en el aprovechamiento 
de los recursos del bosque, pesca, recolección y venta de fuerza de trabajo. Reco-
giendo varios esfuerzos de conceptualización, podemos señalar que los pequeños 
propietarios tradicionales se caracterizan al menos por tres factores: son unidades 
de producciones orientadas cada vez menos al autoabastecimiento de alimentos  
y cada vez más al mercado, están operadas con base en la fuerza de trabajo fami-
liar (incluyendo jornaleros campesinos a tiempo parcial) y están situadas en una 
posición subordinada dentro de la estructura agraria nacional controlada por la 
agricultura a gran escala2 (Bernstein 2010, Vanhaute 2010). 

Este tipo de pequeños propietarios es la unidad de análisis de esta colección 
de estudios. Las preguntas más específicas desarrolladas en cada trabajo exploran 
las dinámicas locales a nivel de comunidades campesinas e indígenas, desde án-
gulos y ópticas distintas pero complementarias. 

Algunas de estas preguntas son:

• ¿Cuáles son las bases y/o causas que configuran la contribución de la peque-
ña propiedad agraria a la seguridad alimentaria de los propios campesinos e
indígenas y de los consumidores urbanos?

• ¿Por qué cierto sector de pequeños propietarios prefiere comprar sus alimentos
en lugar de producirlos directamente?, ¿qué influye para que la tierra y fuerza de
trabajo familiar estén destinadas a producir commodities (soya, hoja de coca)?

• ¿El acceso a más tierras -mediante el reconocimiento jurídico de territorios
indígenas- ha permitido mejorar las condiciones de vida, reducir la depen-
dencia externa y atenuar la vulnerabilidad en el suministro y abastecimiento
de los alimentos?

Estas son algunas de las preguntas que han dado lugar a los cinco estudios 
que componen este trabajo. En las siguientes secciones de este marco introducto-
rio, vamos a abordar algunos de los temas emergentes sobre el papel que tienen 
y el lugar que ocupan los pequeños propietarios campesinos e indígenas para la 
seguridad y soberanía alimentaria.

2  Esta caracterización preliminar más bien debería considerarse como un punto de partida provisional para el debate sobre qué es la 
pequeña propiedad o la agricultura campesina. Bernstein (2010) es uno de los académicos que más argumentos presenta sobre la 
necesidad de definir con claridad términos como ‘agricultura familiar’, ‘agricultura a pequeña escala’, ‘agricultura campesina’, entre 
otros. Una razón para esta discusión es la complejidad y diversidad de las formas de producción a pequeña escala, por tanto, el 
tratamiento indiferenciado no ayuda a entender las tensiones internas y los intereses sectoriales que cada vez son más evidentes 
dentro de los movimientos rurales. 



10 • Gonzalo Colque

Seguridad alimentaria vs. Soberanía alimentaria 

Un primer punto que merece atención es la discusión entre dos conceptos com-
petitivos entre sí: seguridad alimentaria y soberanía alimentaria. El primero goza 
de una amplia aceptación y tiene un uso generalizado, sin embargo, es cuestio-
nado con fuerza por movimientos campesinos y defensores de la producción a 
pequeña escala, quienes optan por planteamientos alternativos como ‘soberanía 
alimentaria’ (Vía Campesina 1996, IPC 2007, Windfuhr y Jonsén 2005). A continua-
ción vamos a abordar brevemente esta cuestión.

Especialmente la crisis alimentaria de 2007-2008 y la elevación permanente de 
los precios de alimentos han provocado mayor atención mediática y generalizada 
preocupación sobre la ‘seguridad alimentaria’ a escala global, nacional y local. 
Pero, ¿qué es seguridad alimentaria? La definición de la FAO –la más conocida y 
expandida– se fundamenta en función de cuatro componentes: disponibilidad de 
alimentos, acceso de las personas a éstos, uso de los alimentos y estabilidad en 
el acceso (FAO 2006). La condición necesaria es que sean al menos suficientes en 
disponibilidad y acceso. Este y muchos otros intentos de conceptualización siguen 
siendo empeños inconclusos porque dan lugar a más preguntas ¿disponibilidad y 
acceso en qué términos?, ¿en términos de capacidad adquisitiva, precios o control 
(autoabastecimiento) de los alimentos? También no está claro si por ‘suficiente’ nos 
referimos a ingresos mínimos vitales o a requerimientos de energía y nutrientes.

En sus orígenes, el término ‘seguridad alimentaria’ fue usado para describir 
si un país tenía acceso a suficientes alimentos para satisfacer los requerimientos 
energéticos de su población (Pinstrup-Andersen 2009). La preocupación por la 
seguridad alimentaria nacional de alguna manera estuvo asociada al ‘autoabasteci-
miento’, esto es, políticas nacionales para producir a nivel de cada Estado-nación 
los alimentos que la población necesita. Por ejemplo, la preocupación boliviana 
posterior a la Reforma Agraria de 1953 fue la ‘sustitución de los alimentos importa-
dos’ mediante la producción nacional para alcanzar el autoabastecimiento (Sana-
bria 1993, Fifer 1982, Urioste y Pacheco 2001). Debido a estas razones históricas, 
hoy en día cuando se habla de ‘soberanía alimentaria’, con frecuencia aún se en-
tiende por tal término la intención por producir y consumir alimentos nacionales 
prescindiendo de importaciones y del mercado externo de alimentos.

Sin embargo, ‘soberanía alimentaria’ tiene una connotación más compleja y 
está en permanente proceso de redefiniciones desde que, en 1996, Vía Campesina 
la introdujo como parte de su discurso contra la inclusión de la agricultura dentro 
de los procesos de globalización y políticas de liberalización de mercados. La 
primera definición establecida en la declaración “Soberanía Alimentaria, un futuro 
sin hambre”, de 1996, señala que:
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“Soberanía alimentaria es el derecho de cada nación para mantener y desa-
rrollar su propia capacidad para producir los alimentos básicos de los pue-
blos, respetando la diversidad productiva y cultural. Tenemos el derecho a 
producir nuestros propios alimentos en nuestro propio territorio de manera 
autónoma. La soberanía alimentaria es una precondición para la seguridad 
alimentaria genuina” (Vía Campesina 1996:1).

Esta definición ha sido interpretada como una demanda de protección de 
mercados nacionales para incrementar el nivel de autoabastecimiento o autosu-
ficiencia, sobre la base del desarrollo de la agricultura nacional (Lee 2007); sin 
embargo, desde el movimiento por la soberanía alimentaria se insiste en que exis-
ten otros componentes igual o más importantes, relacionados con la demanda de 
cambiar el modelo productivo dominado por el agronegocio, mejorar el acceso a 
recursos productivos para los campesinos e implementar el derecho humano a la 
alimentación (IPC 2006). Estas ideas adquieren una mayor complejidad a partir del 
Foro para la Soberanía Alimentaria de 2007, donde destacan demandas de nuevas 
políticas de comercio para cancelar los acuerdos internacionales basados en polí-
ticas neoliberales y restringir los modelos de agricultura que inhiben la expansión 
de alimentos localmente producidos y controlados (Foro para la Soberanía Alimen-
taria de 2007).  En 2009, la “Evaluación Internacional del papel del Conocimiento, 
la Ciencia y la Tecnología en el Desarrollo” (IAASTD) introdujo una reinterpreta-
ción orientada hacia la exigibilidad de derecho a la alimentación. Desde entonces 
muchas veces por soberanía alimentaria se entiende como “el derecho de los 
pueblos y los estados soberanos a determinar democráticamente sus propias polí-
ticas agrícolas y alimentarias” (IAASTD 2009). Por tanto, el derecho a decidir tiene 
relación con preguntas como quién producirá los alimentos, cómo lo hará y quién 
se beneficiará. Patel (2009: 667) propone a modo de respuesta a estas preguntas 
que ‘soberanía alimentaria’ “es el derecho a tener derechos sobre los alimentos”.

En este escenario marcado por la presencia visible de movimientos por la 
soberanía alimentaria, el término de ‘seguridad alimentaria’ ha sido expuesto a 
una lluvia de críticas. La razón fundamental es que se lo asocia con las políticas de 
liberalización de los mercados internacionales de alimentos. Aunque sus defenso-
res a menudo presentan el concepto de seguridad alimentaria como neutral res-
pecto a políticas de libre mercado, la Organización Mundial del Comercio (OMC) 
ha alimentado la polémica al señalar que las estrategias nacionales de seguridad 
alimentaria deberían basarse en el comercio internacional de alimentos debido a 
que éste hace posible la disponibilidad de alimentos a precios competitivos, activa 
incentivos económicos y da señales claras para que cada país produzca aquello 
en que tenga ventajas y mayor eficiencia (OMC 2002).  El problema con esta mi-
rada es que en los últimos años las políticas de los países desarrollados (Estados 
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Unidos, Unión Europea) solo favorecieron la creación de entornos propicios para 
comercializar, desde países como Bolivia, materias primas agrícolas mientras que 
sus mercados de alimentos y sector agrícola permanecen protegidos y subvencio-
nados (McMichael 2005).

En algún momento, la propia FAO –cuya preocupación central es la segu-
ridad alimentaria– ha puesto en duda las bondades de la liberalización del mer-
cado internacional de alimentos aunque está claro que no es su opción política 
dominante (FAO 2003). El problema para los países pobres son las desiguales 
relaciones de poder que exponen a mayor vulnerabilidad económica y social a 
los pequeños productores y crean condiciones e incentivos perversos que sientan 
bases para que la agricultura comercial a gran escala, cada vez y con más fuerza, 
esté encaminada a producir materia prima agrícola para la exportación. 

En Bolivia, el debate sobre la adopción de uno u otro término alcanzó su 
punto más alto durante la redacción de la Constitución Política del Estado (2007-
2009). Pero el resultado más bien es impreciso porque fusiona ambos conceptos 
en un nuevo término: “seguridad y soberanía alimentaria”3. Esto implica i) incre-
mento sostenido y sustentable de la productividad agrícola, pecuaria y agroin-
dustrial, ii) articulación y complementariedad interna de las estructuras de pro-
ducción agropecuarias y agroindustriales, iii) logro de mejores condiciones de 
intercambio económico del sector productivo rural en relación con el resto de 
la economía boliviana, iv) significación y respeto de las comunidades indígena 
originario campesinas y v) fortalecimiento de la economía de los pequeños pro-
ductores agropecuarios y de la economía familiar y comunitaria (CPE 2009, art. 
405). Según Pacheco (2009: 36) es “un proceso de ruptura con anteriores esque-
mas que no son cuestionadores de las influencias externas sobre las decisiones 
soberanas de los países y sus habitantes”. Esto se traduce básicamente en un rol 
más activo del Estado a través de la creación de empresas públicas de alimentos 
(EMAPA, AZUCAR BOL, LACTEOSBOL), seguro agrícola, prohibiciones tempora-
les de exportación, programas de mecanización del agro y el Banco de Desarrollo 
Productivo (BDP). Sin embargo, este retorno del Estado al agro no tiene alcances 
significativos en los temas claves como la regulación del modelo agroindustrial de 
re-primarización o del uso indiscriminado de semillas transgénicas que condena 
el movimiento por la soberanía alimentaria. Es decir, la conjunción de los dos con-
ceptos y su traducción en políticas públicas no implica necesariamente un avance 
conceptual coherente ni supera las contradicciones que persisten en la práctica.

3  El año 2011, el gobierno aprobó la Ley Nº 144 de Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria cuya finalidad es “lograr la 
soberanía alimentaria en condiciones de inocuidad y calidad para el vivir bien de las bolivianas y los bolivianos, a través de la 
Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria en el marco de la economía plural”. Es uno de los pocos documentos donde se 
utiliza el término “seguridad con soberanía alimentaria” pero sin prescindir del que está constitucionalizado.
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Seguridad alimentaria a nivel de hogares 

A diferencia de las visiones contrapuestas que existen cuando se habla de segu-
ridad alimentaria a nivel nacional, a nivel micro (hogares, familias) este término 
ha sido utilizado ampliamente para evaluar el nivel de bienestar y desarrollar 
herramientas prácticas para la puesta en marcha de programas y proyectos. 
La multidimensionalidad con que la FAO (2006) aborda el tema se refleja en 
los cuatro componentes centrales: disponibilidad de alimentos, acceso y utili-
zación de alimentos y estabilidad a lo largo del tiempo. En otros términos, se 
considera que un hogar tiene seguridad alimentaria si sus miembros tienen la 
habilidad de adquirir los alimentos que se requieren (Pinstrup-Andersen 2009). 
Es importante señalar que esta habilidad no siempre se traduce en la efectiva 
adquisición, particularmente cuando las familias priorizan la adquisición de 
otros bienes y servicios básicos como vivienda, educación, transporte, etc. La 
seguridad alimentaria a nivel de hogares tampoco se traduce automáticamente 
en una nutrición adecuada de las personas ya que para ello intervienen otros 
factores como el acceso a servicios básicos de salud, información nutricional, 
agua potable, entre otros. Por tanto, la habilidad económica para el acceso a 
alimentos es un factor importante pero no el único para la seguridad alimen-
taria de las familias. 

Pero en términos metodológicos y prácticos, ¿es posible calcular la seguridad 
alimentaria de los hogares?, si son hogares de pequeños propietarios campesinos 
e indígenas, ¿su seguridad alimentaria se debería estimar de otra manera? Estas 
preguntas han sido parte de las discusiones que han acompañado la elaboración 
de los cinco estudios de caso que siguen a esta sección. Y es que la medición de 
seguridad alimentaria es por demás compleja. 

Las dificultades en la medición de la seguridad alimentaria de los hogares 
rurales han provocado discusiones inconclusas sobre si tierra y fuerza de traba-
jo familiar deberían estar dedicadas a obtener ingresos monetarios o a producir 
la mayor variedad posible de alimentos para el consumo propio. La definición 
predominante de seguridad alimentaria tiende a asociar mayores ingresos econó-
micos con mayor grado de seguridad alimentaria porque los componentes ‘dis-
ponibilidad’ y ‘acceso’ son los más preponderantes y están asociados a las opera-
ciones y lógicas de economías de mercado. Bajo esta perspectiva, para el acceso a 
alimentos no interesa el control de los productores sobre los alimentos que consu-
men y, para alcanzar la seguridad alimentaria, es aceptable tanto el uso de modernas 
tecnologías (semilla transgénica, maquinarias) como el conocimiento tradicional de 
campesinos e indígenas (Lee 2007). También los problemas de medición afectan 
el uso y el destino de los recursos públicos porque la ambigüedad con que se 
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utiliza el término ‘seguridad alimentaria’ no proporciona argumentos sólidos para 
la toma de decisiones sobre si se debería promover principalmente la agricultura 
comercial orientada al mercado, un modelo regionalizado y combinado o la agri-
cultura agro-ecológica a pequeña escala. 

Los cinco estudios de caso también reflejan estas limitaciones e indefinicio-
nes metodológicas, cuya explicación vamos a ampliarla más adelante. En terreno, 
hemos observado que el consumo alimentario depende de una amplia gama 
de estrategias económicas, desde pequeños propietarios especializados en un 
determinado rubro del agro (soya, coca, ganado), campesinos vendedores de su 
fuerza de trabajo, hasta pequeños productores tradicionales que aun diversifican 
su producción y consumo. Este último caso podría sugerir que la agricultura di-
versificada permite alcanzar un alto grado de seguridad alimentaria en términos 
nutricionales y de una dieta variada; sin embargo, a menudo está asociada con 
sistemas productivos pobres y con serias limitaciones para generar excedentes, 
en consecuencia, son hogares pobres que gastan la mayor proporción de sus 
energías e ingresos en alimentación. En contraste, podemos encontrar agricultores 
especializados en producción de materias primas agrícolas de exportación que 
tienen mayor habilidad económica para adquirir alimentos, situación que puede 
ser valorada como buen nivel de seguridad alimentaria pero este tipo de agricul-
tores no cumplen una función social en calidad de productores de alimentos y, 
al contrario, refuerzan la dependencia de la población tanto urbana como rural 
de la agricultura comercial a gran escala que suministra alimentos a precios cada 
vez más elevados.

Pequeños propietarios: ¿productores de alimentos o simples consumidores?

Según la Encuesta Nacional Agropecuaria (INE 2009), los principales granos y 
productos agropecuarios se producen en el departamento de Santa Cruz: 99 por 
ciento de soya, 89 por ciento de caña de azúcar, 82 por ciento de arroz, 72 por 
ciento de maíz y 64 por ciento de trigo. Sin embargo, según el último Censo de 
Población (INE 2012), el 80 por ciento de la población rural boliviana está asenta-
da fuera de esta región del país quienes producen el resto –la parte minoritaria– 
de los productos mencionados y parte de otros productos agropecuarios. Este es 
el resultado de cambios agrarios recientes ante el auge del sector agroindustrial 
desde inicios de los noventa y, en contraposición, el declive de la producción 
campesina en las tierras altas (Colque 2014, Urioste 2011).  Ante esta realidad na-
cional, es problemático sostener que los pequeños propietarios –objeto de nues-
tro análisis– cumplen una función social preponderante en calidad de productores 
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de alimentos para su propia seguridad alimentaria y menos aún para la seguridad 
y soberanía alimentaria nacional. 

Uno de los varios escenarios posibles, que se aborda en esta serie es cómo 
la tierra, la fuerza laboral y el capital productivo son destinados a la producción 
de materia prima agrícola cuyo fin no es el abastecimiento del mercado interno 
de alimentos. En muchos casos se trata de procesos de sustitución de cultivos 
alimenticios típicos o tradicionales por cultivos comerciales (por ejemplo soya) 
cuyo costo ambiental es la deforestación del bosque y el costo social se refleja en 
procesos de diferenciación campesina donde unos pocos controlan la tierra y la 
renta agrícola mientras que la mayoría sufre despojo y marginalización (Castañón 
2014). Es una opción que genera mayores ingresos de forma directa e indirecta 
para muchos productores, aunque así sea a costa de su subordinación al modelo 
agroexportador. De forma similar, está el caso de los pequeños propietarios que 
se dedican a la producción de cultivos con alto valor de mercado (por ejemplo 
hoja de coca) cuyo precio está fijado por la alta demanda no solo para el consumo 
tradicional (acullico) sino también porque tiene usos alternativos como materia 
prima en el mercado ilegal (Urioste 2014). 

En contraposición a la intensificación de monocultivos de materias primas, 
está un modo de vida rural dominado por pequeños propietarios que producen 
parcialmente los alimentos que consumen y completan su capacidad adquisitiva 
vendiendo los pocos excedentes agrícolas y en muchos casos principalmente su 
propia fuerza de trabajo. Son productores de alimentos para el autoabastecimien-
to y para el mercado pero la actividad agrícola por sí sola es inhábil para absorber 
toda la fuerza de trabajo familiar. Son nuevas realidades que se caracterizan por 
la acentuada precariedad de su sistema productivo y su dependencia de ingresos 
no agrícolas. Algunos han problematizado esta realidad como la ‘nueva ruralidad’ 
con agricultores ‘multifuncionales’ (Teubal 2002, Llambí 2000b). Los programas de 
titulación promueven el acceso a tierras como una manera de combatir la preca-
rización del campesinado, pero en esta publicación se exponen evidencias, por 
ejemplo, sobre cómo los indígenas guaraníes no lograron cambios sustanciales en 
su modo de vida con el reciente control territorial y acceso legal a la titulación 
de sus territorios. 

Una limitación de importancia es que la titulación de tierras a favor de este 
sector solo ha consolidado derechos propietarios sobre tierras marginales con 
bajo potencial productivo. Esto porque las mejores tierras siguen siendo controla-
das por medianos productores y ganaderos; por tanto, las relaciones económicas 
y sociales preexistentes se mantienen, con un pequeño sector envuelto en el agro 
comercial y guaraníes trabajando en calidad de jornaleros dentro y fuera del agro 
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(Eyzaguirre 2014). La dedicación parcial de la fuerza laboral entre la agricultura 
y actividades extraprediales significa que la dedicación exclusiva a la explotación 
de las pequeñas propiedades no garantiza seguridad alimentaria familiar ni en 
términos de ingresos económicos suficientes para el mínimo vital, ni en términos 
de disposición de los alimentos consumidos en el hogar. También se presentan 
argumentos para sostener que, en ciertos contextos rurales donde el minifundio 
aun no es un problema agudo, el control de recursos y diversificación productiva 
contribuyen significativamente a la seguridad alimentaria de los hogares campe-
sinos ( Jaldín 2014). 

Finalmente, otra realidad rural poco conocida refiere a campesinos que sí 
cumplen una función social en calidad de productores de alimentos. No son 
solamente consumidores. Uno de los trabajos (sobre la región de Rurrenabaque) 
señala que la concurrencia de una serie de factores genera condiciones ópti-
mas para la configuración de una economía local/regional que integra de forma 
complementaria la agricultura y ganadería campesina con la economía urbana/
regional que genera empleo para la fuerza de trabajo excedentaria y demanda 
alimentos para el consumo de la población urbana (Pérez 2014). En tal escenario, 
los pequeños propietarios alcanzan puntajes altos cuando se trata de valorar su 
consumo alimentario y también logran incrementar su habilidad para adquirir o 
acceder a alimentos al disponer de ingresos económicos relativamente más altos 
–obtenidos de la venta de ganado– con respecto a la situación de los campesinos
empobrecidos.

Presentación de los estudios de caso 

Los cincos estudios de caso tienen en común el propósito de aportar evidencias 
recogidas en campo sobre el papel de las pequeñas propiedades para la seguri-
dad y soberanía alimentaria. La unidad de análisis es la familia campesina y/o in-
dígena que tiene acceso a pequeñas parcelas de tierras y trabaja directamente las 
mismas. Cada estudio refleja la situación de los campesinos e indígenas en cinco 
contextos rurales ubicados en diferentes lugares de la geografía boliviana. 
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Mapa 1
Ubicación de los cinco estudios de caso
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Cuadro 1 
Características generales de las zonas de estudios de caso

Nº Características 1.
Municipio

Cuatro Cañadas

2.
Municipio
Yanacachi

3.
TCO Macharetí

4.
Municipio

Villa Serrano

5.
Municipio

Rurrenabaque

A. INFORMACIÓN GENERAL

1 Ubicación geográfica /
macroregión

Dpto. de Santa Cruz, 
Prov. Ñuflo de Chavez 
Llanos orientales

Dpto. de La Paz, 
Prov. Sud Yungas 
Yungas

Dpto. de 
Chuquisaca,  Prov. 
Hernando Siles 
Chaco

Dpto. de 
Chuquisaca,  Prov. 
Belisario Boeto
Valles interandinos

Dpto. de Beni,  
Prov. José Ballivián
Amazonía

2 Fisiografía Llanuras aluviales 
antiguas

Montañas medias 
con disección fuerte

Colinas medias con 
disección fuerte a 
moderada

Serranías altas con 
disección fuerte

Serranías altas  con 
disección moderada

3 Tipo de propiedad de la tierra Individual Individual Comunal Mixta comunal e 
individual

Individual

4 Población 
(Censo 2012)

22.845 6.420 7.418 a nivel 
municipal
2.225  en la TCO 
Macharetí

11.161 19.195

5 Principales actividades 
económicas

Cultivos 
agroindustriales: soya, 
girasol

Cultivo de coca 
Minería

Venta de fuerza de 
trabajo
Agricultura 

Agricultura 
diversificada
Ganadería 

Ganadería
Agricultura

6 Incidencia de la pobreza 
extrema (*) (2001)

0.592
(dato anterior 
a la creación 
del municipio, 
corresponde al 
municipio de San 
Julián)

0.397 0.660
(dato a nivel 
municipal)

0.771 0.412

B. DATOS DE LA ENCUESTA

7 Unidad de análisis Pequeña propiedad 
de campesinos 
colonizadores de 
origen  quechua y 
aymara

Pequeña Propiedad 
campesina de origen  
aymara

Familias Indígenas 
de origen guaraní 

Pequeña propiedad 
campesina de 
origen quechua

Pequeña propiedad 
colonizadores de 
origen aymara

8 Comunidades estudiadas Naciones Unidas 
Nuevo Palmar

La Chojlla 
Santa Rosa 
Machacamarca
Chaco

Tentami
Isipotindi
Carandayticito

Nuevo Mundo
Zamora
Lampacillos
Huacahuasi
Mendoza

San Silvestre 
Collana
Piedras Blancas
San Pablo
Nuevos Horizontes
Chocolatal
Wara Wara

9 Número  de familias 
encuestadas (Total 247)

55 65 39 55 60

10 Puntaje Consumo Alimentario 
(PCA) Promedio (**) 

79 88 54 62 73

11 Porcentaje de familias  con 
seguridad alimentaria

63% 82% 56% 67% 77%

12 Porcentaje de familias con 
inseguridad alimentaria 
Severa

2% 0% 18% 4% 0%

(*) Incidencia de la Pobreza Extrema. Refleja el porcentaje de personas que residen en hogares cuyos ingresos no alcanzan 
para adquirir una canasta básica de alimentos incluso destinando la totalidad de sus ingresos.
(**) PCA. Refleja la cantidad y/o calidad de la dieta de las personas, el valor energético y el contenido de macro y mi-
cronutrientes de los alimentos que consumen las familias (PMA 2009). El puntaje máximo posible de alcanzar es 112. 
Si el puntaje es menor a 28 el nivel de consumo alimentario es pobre en cantidad y calidad, cuando está entre 28 y 42 el 
consumo es satisfactorio en cantidad pero no en calidad y, finalmente, si es mayor a 42 puntos, el consumo es aceptable, 
esto implica que se consumen las cantidades mínimas de todos los grupos alimentarios.
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Abrimos esta colección de estudios con el caso de campesinos soyeros en 
el municipio de Cuatro Cañadas del departamento de Santa Cruz. Aunque es un 
municipio compuesto por alrededor de 4.500 familias rurales, nuestro trabajo se 
basa en datos cuantitativos (55 boletas de encuesta de hogares) y cualitativos re-
cogidos solamente en dos comunidades: Naciones Unidas y Nuevo Palmar. Este 
caso tiene una particular relevancia. Son campesinos colonizadores cuya dinámica 
productiva relativamente inactiva por varios años, se ha intensificado en los años 
recientes ante el boom de la soya. Las extensiones de tierras cultivadas se han 
ampliado rápidamente, los cultivos de ‘subsistencia’ han sido desplazados por 
cultivos comerciales y el uso de capital y tecnología es mucho mayor. El trabajo 
explica que este no es un proceso que afecta por igual a todos sino que impacta 
de forma heterogénea y surgen procesos de diferenciación social y económica en-
tre los campesinos. En el contexto regional, estos cambios en la agricultura cam-
pesina son parte de las nuevas dinámicas agrarias liderizadas por los medianos 
y grandes propietarios. No son procesos de larga data pero uno de los temas de 
nuestro interés es centrar la mirada en quiénes pierden en este escenario y cómo 
esto afecta a su seguridad alimentaria.

El segundo caso es sobre los campesinos cocaleros en el municipio de Yana-
cachi del departamento de La Paz. Guarda algunas similitudes con el anterior caso 
en cuanto son pequeños agricultores que no producen alimentos sino materia 
prima agrícola. Los cocaleros también dependen intensamente del mercado para 
conseguir los recursos económicos que necesitan para comprar los alimentos que 
consumen. Son campesinos vendedores de hoja de coca y compradores de la 
mayor parte de los alimentos que consumen. No se trata de un proceso reciente 
de sustitución de cultivos sino que son productores tradicionales de hoja de coca 
cuyo modelo mercantil de cultivo de coca se remonta hasta épocas coloniales. Lo 
nuevo está en la intensificación de esta actividad especializada pero, al parecer, 
no tienden hacia un modelo a gran escala y acumulación de capital debido en 
parte al control social de los propios productores y debido a la naturaleza ilegal 
de una parte del mercado nacional de la hoja de coca. Esta intensificación ocu-
rre ante la demanda estable y creciente de este producto y con precios cada vez 
más atractivos. El estudio ofrece evidencias para responder a interrogantes tales 
como por qué los yungueños no producen al menos una parte significativa de 
sus propios alimentos o por qué no producen alimentos para el mercado interno 
o nacional. Pero también ofrece argumentos para señalar que el mejor escenario
posible, en términos de generación de ingresos económicos estables, es producir 
hoja de coca porque de esa manera elevan su habilidad de ‘acceso’ a alimentos 
y, probablemente, su nivel de seguridad alimentaria es mayor bajo esta estrategia 
que cultivando y consumiendo sus propios alimentos (Urioste 2014).
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El tercer estudio está dedicado a los indígenas guaraníes de la TCO Macha-
retí, en el sur del departamento de Chuquisaca. En esta zona del chaco boliviano, 
las familias guaraníes se beneficiaron recientemente con la titulación de un terri-
torio colectivo bajo la figura de TCO4. El territorio de Macharetí abarca 117.783 
hectáreas y beneficia 2.225 pobladores, esto es 53 hectáreas por persona. A prime-
ra vista, se observa que el acceso a la tierra mejoró, al menos en términos de ex-
tensión titulada. Sin embargo, el trabajo ofrece evidencias y análisis que develan 
que la seguridad alimentaria sigue siendo frágil, vulnerable y dependiente de las 
bases materiales previas a la titulación de nuevas tierras. El trabajo ilustra la falta 
de correlación entre acceso a más tierras y mejor nivel de seguridad alimentaria 
destacando que las tierras con mejores condiciones productivas siguen en manos 
o bajo el control de otros actores y productores (patrones ganaderos), de modo
que muchas familias guaraníes no tienen más opción que seguir empleándose 
como mano de obra en otras propiedades agropecuarias y sectores económicos a 
cambio de remuneraciones en dinero (Eyzaguirre 2014). 

El cuarto caso trata la situación de los campesinos de Villa Serrano. Esto es 
en los valles de Chuquisaca donde predomina la falta de acceso al agua para 
riego. No es un caso que llame la atención por algún fenómeno reciente que 
haya ocurrido, como el auge de la soya, coca o acceso a más tierras. Se trata de 
campesinos tradicionales pobremente integrados al mercado. El trabajo explica 
la persistencia de un modo de vida rural típico en la zona andina y que ha sido 
ampliamente estudiado y categorizada muchas veces como economías de subsis-
tencia que no están guiadas por la lógica capitalista (Albó 1985, Condarco y Murra 
1987, Carter y Albó 1988). Atestigua la persistencia del campesino y niega las pre-
dicciones marxistas de desaparición del campesinado como modo de producción 
diferenciado del sistema capitalista. Indagando cambios en los patrones de con-
sumo, interacciones entre tenencia y producción diversificada, el estudio sugiere 
que la seguridad alimentaria de los campesinos depende significativamente del 
autoabastecimiento pero también es evidente que su canasta básica alimentaria 
contempla productos de origen agroindustrial, por tanto, también crece la nece-
sidad de emplearse como mano de obra barata en otros sectores económicos y 
en los centros urbanos, principalmente a través de migraciones temporales de los 
hombres ( Jaldín 2014). 

Por último, cerramos esta serie con el estudio sobre los campesinos coloniza-
dores de Rurrenabaque, en la zona amazónica del departamento de Beni. Al igual 
que los campesinos soyeros, son campesinos migrantes de primera o segunda 

4 TCO es el acrónimo de Tierras Comunitarias de Origen. Este es uno de los tipos de propiedad agraria reconocido en la ley de tierras 
desde 1996 (Ley 1715 del INRA) que protege los derechos colectivos y territoriales de los pueblos indígenas tanto en tierras bajas 
como en tierras altas.
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generación. El estudio documenta el proceso histórico de las comunidades asenta-
das en esta región y el desarrollo de una economía local dinamizadora de un mer-
cado de alimentos de carácter regional. Dado que es un proceso económico que 
afecta de forma desigual a las familias, el estudio identifica y explica los distintos 
estratos de riqueza y las fuentes de ingresos diferenciadoras como la ganadería 
campesina o la actividad turística. Al igual que en las otras secciones, el interés 
sigue siendo entender los efectos de estas dinámicas sobre la seguridad alimen-
taria. El resultado es que los campesinos habrían logrado insertarse exitosamente 
en una red de interdependencias y complementaciones económicas de carácter 
local/regional, alcanzando mejores niveles de seguridad alimentaria en cuanto a 
ingresos económicos y producción propia, pero tal equilibro es posible solo bajo 
ciertas circunstancias y se encontraría amenazado por la expansión geográfica y 
espacial de la lógica de libre mercado (Perez 2014).

Cuestiones metodológicas

Los cinco estudios de caso corresponden a la segunda fase de un trabajo de in-
vestigación que comenzó el año 2011 con el apoyo de IDRC. Los resultados de 
la primera fase se publicaron bajo el título “¿Comer de nuestra tierra?: estudios de 
caso sobre tierra y producción de alimentos en Bolivia” el año 2013 (Fundación 
TIERRA 2013). En esa ocasión, se privilegió el análisis cualitativo en base a fuentes de 
información primaria recogida a través de entrevistas y trabajo de campo. Se realizaron 
entrevistas familiares, talleres participativos en las comunidades y grupos focales5.

Además de las fuentes de información y material producido en la menciona-
da primera fase, ahora estos estudios incorporan información primaria de carác-
ter cuantitativo recolectada a través de la aplicación de una encuesta a nivel de 
hogares: 55 boletas en Cuatro Cañadas, 65 en Yanacachi, 39 en Macharetí, 55 en 
Villa Serrano y 60 en Rurrenabaque. En total son 247 boletas de encuesta6. La me-
todología se basa en el manual para la Evaluación de la Seguridad Alimentaria en 
Emergencias desarrollado por el Programa Mundial de Alimentos para identificar 
indicadores de la situación de seguridad alimentaria (PMA 2009). De entre varios 
indicadores que propone el PMA, se han utilizado los indicadores de consumo y 
de acceso a los alimentos. 

El indicador de consumo de alimentos utilizado es el Puntaje de Consumo 
de Alimentos (PCA). “Se trata de un indicador proxy que representa la diversidad 
dietaria, el valor energético y el contenido de macro y micronutrientes de los ali-

5  Con respecto a la primera fase, el presente documento da continuidad a cuatro de los seis estudios de caso, excluyendo el caso 
del municipio de Comarapa (Santa Cruz) y el municipio de Tiwanaku (La Paz) e incluyendo el municipio de Rurrenabaque (La Paz). 
Los casos que no están contemplados aquí, forman parte de otra publicación en proceso de elaboración que profundiza temas 
complementarios a la preocupación central de esta publicación: seguridad alimentaria entre los pequeños propietarios. 

6  Para interpretar los hallazgos, es importante tomar en cuenta que estas muestras no son representativas del universo de cada 
municipio/región, por tanto, cualquier interpretación basada en esta información se debe considerar solo como aproximaciones.  
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mentos que consumen las familias” (PMA 2009: 72). Para un periodo de referencia 
de siete días, se recolectan datos sobre el número de grupos de alimentos que 
consume un hogar, la frecuencia de consumo y la importancia nutricional relativa 
de los distintos grupos de alimentos. El puntaje PCA más alto posible de registrar 
es 112, lo que significa la más alta calidad del consumo alimentario (aporte ca-
lórico, energético, nutrientes, etc.)7. Se considera que el consumo alimentario es 
pobre cuando el PCA es menor a 28, el consumo está al límite cuando el indicador 
está entre 28 y 42 y, por último, se considera que el consumo es aceptable cuando 
el indicador es mayor a 42 puntos.

El indicador de acceso a alimentos mide la capacidad de un hogar para ad-
quirir los alimentos disponibles. Tal como señala el manual de PMA (2009: 77), 
no es posible definir un único indicador estándar porque el acceso a alimentos 
depende de las múltiples estrategias y modos de vida. Para este trabajo, hemos 
adaptado y establecido lo que denominamos el Indicador de Acceso a Alimentos 
(IAA) que valora la confiabilidad y sostenibilidad de las fuentes de suministro 
de alimentos (compra, producción propia y otras) y de las fuentes de ingresos 
(venta de productos, venta de fuerza de trabajo, otras). Las distintas combinacio-
nes posibles y valoraciones de las fuentes de alimentos e ingresos resultan y se 
categorizan como IAA bueno, regular y malo. La categoría IAA bueno indica una 
situación deseable con suministro continuo de alimentos, en suficiente cantidad 
para cubrir las necesidades y que cubren los requerimientos nutricionales. El IAA 
malo indica una situación deficitaria y de vulnerabilidad y el IAA regular una si-
tuación intermedia.

Es importante subrayar que estos indicadores tienen sus limitaciones debido 
a que la seguridad alimentaria de los hogares no es fácil de medir en todos sus 
componentes. Por ejemplo, las preguntas sobre el consumo alimentario ofrecen 
datos sobre qué alimentos consume la gente y con qué frecuencia pero la infor-
mación obtenida no refleja necesariamente la disponibilidad continua de alimen-
tos o las posibilidades económicas de adquirirlos. Los alimentos que se consumen 
en un hogar dependen de muchas otras variables como los precios, el sistema 
productivo local y regional, consumo de otros bienes de primera necesidad o los 
mecanismos de autoabastecimiento. Del mismo modo, averiguar las fuentes de 
ingresos y de alimentos puede ayudar a entender el grado de acceso a los recur-
sos (recursos económicos y recursos naturales) de las familias rurales pero no nos 
dice mucho sobre por qué unos tienen un consumo más diversificado y otros lo 
contrario. En los hechos esto significa que si dos hogares que tienen similares 
fuentes de acceso a ingresos y alimentos, esto no se traduce necesariamente en 
que ambos tienen el mismo nivel de seguridad alimentaria en términos de una 
dieta alimentaria balanceada.

7  Para referencia metodológica detallada revisar PMA 2009 y Wiesmann y otros 2009.
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Conclusión

En suma, esta colección de estudios presenta argumentos para sostener que el 
papel de la pequeña agricultura para la seguridad y soberanía alimentaria se está 
reconfigurando y de forma visible debido a las recientes y rápidas transformacio-
nes agrarias orientadas a la consolidación de un modelo de agricultura comercial 
a gran escala que principalmente produce materia prima de exportación y secun-
dariamente alimentos para el mercado nacional. Los pequeños propietarios de 
tierras tienden a producir menos alimentos porque en muchos contextos rurales 
la mejor alternativa es destinar tierra, trabajo y capital –de forma parcial o total– a 
otros rubros productivos que generan mayores rentas e ingresos. Esta propensión 
hacia agricultores no productores de alimentos que ocurre a nivel micro, tiene 
relación con los cambios agrarios del nivel macro que se caracterizan por el cre-
ciente control del sector agroindustrial sobre el conjunto del proceso productivo 
en todo el país y del mercado interno y externo de alimentos.

Los campesinos e indígenas han incorporado de forma creciente en su dieta 
alimentaria básica varios productos de origen industrial, casi indistintamente de 
la intensidad regional de las relaciones de mercado. Alimentos como el azúcar, 
arroz, aceite comestible y carne de pollo están entre los alimentos con mayor 
frecuencia de consumo en el campo. La capacidad adquisitiva de los campesinos 
e indígenas para comprar estos alimentos se basa en la especialización en uno o 
pocos rubros agropecuarios, en la venta de su fuerza de trabajo y en menor grado 
en remesas y otro tipo de transferencias. El consumo de alimentos de campesino 
a campesino (por ejemplo, campesinos productores de papa que compran maíz 
en mercados regionales) no guarda relación con la importancia histórica de estas 
prácticas debido al declive de los mercados campesinos de intercambio y la faci-
lidad de sustitución de alimentos de origen campesino por productos de origen 
industrial, especialmente carnes, cereales y derivados (arroz, harina de trigo). La 
papa es uno de los pocos alimentos de origen campesino cuyo consumo está 
extendido en distintas regiones y entre distintos tipos de pequeños propietarios. 
Sin embargo, a pesar de que en Bolivia este tubérculo se cultiva casi en todas las 
regiones del país y proviene mayormente del autoabastecimiento, varias fuentes 
de información sugieren el paulatino crecimiento de la importación legal y de 
contrabando de la papa (Milenio 2014, Zeballos y otros 2009). 

Una de las preguntas centrales que nos hemos planteado es ¿cuál es el estado 
del consumo alimentario en las zonas de estudio? En términos de los indicadores 
de PCA e IAA los estudios constatan que el consumo alimentario deficitario y 
vulnerable afecta a la menor parte de las familias campesinas e indígenas en las 
comunidades estudiadas, siendo el caso de la TCO Macharetí la peor situación con 
una tasa de inseguridad alimentaria que afecta a 18% de las familias encuestadas. 
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Los agricultores de las zonas de colonización y yungueña tienen una situación 
más aceptable al disponer de fuentes de ingresos y consumo más estables y acce-
sibles. La diferenciación económica entre los campesinos –más evidente en zonas 
de agricultura comercial– se refleja también en la composición de la canasta de 
alimentos ya que los campesinos ‘acomodados’ diversifican más su consumo y 
tienen acceso a alimentos no tradicionales que provienen de otras zonas a pre-
cios más altos, mientras que los campesinos ‘pobres’ satisfacen sus necesidades 
alimentarias a base de producción propia.

Para concluir, hemos encontrado que el papel disminuido de la pequeña 
agricultura de base campesina e indígena, en tanto productores de alimentos, no 
conduce necesariamente al empeoramiento de su consumo alimentario. Los estu-
dios presentados sugieren que la pequeña agricultura de base campesina e indí-
gena no es el principal proveedor de alimentos tanto para el autoabastecimiento 
de las propias familias rurales como para el mercado interno de alimentos. Sin 
embargo, al parecer este cambio no empeoró la frágil seguridad alimentaria de 
los campesinos e indígenas en términos de consumo alimentario sino que ellos 
han modificado sus estrategias económicas y productivas, reorientado el uso de la 
tierra hacia cultivos más comerciales y/o empleando la fuerza de trabajo familiar 
en economías no agrícolas a cambio de ingresos monetarios mayores y más esta-
bles. Esta dinámica y trayectoria campesina tiene previsibles consecuencias para 
la seguridad y soberanía alimentaria en Bolivia, sobre todo porque refleja una 
situación de precariedad e inestabilidad más pronunciada de los pequeños pro-
pietarios de la tierra. La brecha creciente entre la agricultura comercial en alza y la 
precarización de la agricultura campesina e indígena genera altos costos sociales y 
acelera la reconfiguración del acceso a la tierra con una marcada tendencia hacia 
la concentración y control de la tierra (incluyendo los beneficios que genera su 
usufrutuo) en las zonas agroindustriales y hacia nuevos procesos de diferencia-
ción social y económica entre los propios campesinos e indígenas. 
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